El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 
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Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas:


RESPONSABILIDAD CIVIL / FALLA MEDICA / CONTRACTUAL Y EXTRACONTRACTUAL / INDEBIDO PLANTEAMIENTO EN LA DEMANDA / NO IMPIDE FALLAR DE FONDO PORQUE SÓLO DEMANDÓ LA VÍCTIMA DIRECTA / No obstante, si se diera por superado ese presupuesto de la pretensión, pues en el presente asunto, se insiste en ello, equivocadamente, con la complacencia del Juzgado y de los demandados, la demanda aludió a una responsabilidad extracontractual, pero es diáfano, según los hechos planteados, que lo es de tipo contractual, que es el tratamiento que se le ha debido dar, entre otras cosas, porque, como se deduce de los pasajes citados, en este concreto caso, siendo que solo reclama la víctima directa, tal infortunio en la calificación de la responsabilidad poca incidencia tiene, pues sea contractual o extracontractual, las consecuencias patrimoniales devendrían en los mismos perjuicios reclamados, la legitimación por activa saldría avante, en virtud de la afiliación de Sonia Miranda Álvarez, y por pasiva, porque lo estaba a la EPS Cafesalud para la época de los sucesos y con las órdenes allí expedidas fue atendida en la IPS Clínica San Rafael de Pereira, establecimiento de propiedad de Socimédicos SAS (f. 117, c. 1). A la aseguradora, por su parte, se le convocó con apoyo en la póliza 1004404, tomada por esta última sociedad (f. 117, c. 1) y con ello, la posibilidad de resolver de fondo el asunto.

PERSPECTIVA DE GÉNERO  / NO REÚNE REQUISITOS / Por tratarse de un aspecto de tinte constitucional, es menester abordar primeramente la crítica que se blande sobre el desconocimiento de la perspectiva de género. Recientemente, la Sala de casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, en la sentencia STC2287-2018, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco y apoyada en la sentencia T-087 de 2017, recordó la obligación de los jueces de involucrar ese análisis en sus decisiones, siempre que el caso lo imponga, bajo las siguientes premisas: 
Juzgar con «perspectiva de género» es recibir la causa y analizar si en ella se vislumbran situaciones de discriminación entre los sujetos del proceso o asimetrías que obliguen a dilucidar la prueba y valorarla de forma diferente a efectos de romper esa desigualdad, aprendiendo a manejar las categorías sospechosas al momento de repartir el concepto de carga probatoria, como sería cuando se está frente a mujeres, ancianos, niño, grupos LGBTI, grupos étnicos, afrocolombianos, discapacitados, inmigrantes, o cualquier otro; es tener conciencia de que ante situación diferencial por la especial posición de debilidad manifiesta, el estándar probatorio no debe ser igual, ameritando en muchos casos el ejercicio de la facultad-deber del juez para aplicar la ordenación de prueba de manera oficiosa. 

…
En esta dirección, no halla la Sala que en el caso de la señora Sonia Miranda Álvarez, la situación planteada tenga qué ver con su condición de mujer; ninguna discriminación se advierte en la atención prestada, que, si fue deficiente, como lo pregona, hubiera podido serlo respecto de ella, o de cualquier persona que acudiera a la prestación del servicio médico. En adición, como enseguida se analizará, es lo cierto que ella acudió a la clínica con una orden para un procedimiento que fue el que para ese día se le practicó, con lo que ninguna incidencia tuvo que fuera mujer; tampoco se advierte allí un trato desigual, o de segregación frente a otras personas y, en particular, en relación con las del género masculino.

CONSENTIMIENTO INFORMADO / FUE OTORGADO / CONFIRMA / NIEGA / De manera que el acopio probatorio en nada favorece a la demandante, porque establecido que sí consintió ese procedimiento, que fue dispuesto a la par con otro que tardó más tiempo; que gestionó ante la IPS su realización, se sometió a la prueba de sangre para la prueba de embarazo que se requería; fue informada por el anestesiólogo sobre la cirugía y sus riesgos, firmó el consentimiento informado, durante su realización se le interrogó nuevamente si era su deseo continuar y  así ocurrió, ninguna omisión, negligencia, impericia, imprudencia o desconocimiento de reglamentos se les puede atribuir a los galenos, como generantes de culpa que se traduzca en la producción del daño que ella señala que se le causó.
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HECHOS:

1. La señora SONIA MIRANDA ÁLVAREZ, acudió el 31 de enero de 2013 a consulta médica manifestando una sensación de masa en la espalda, verificándose el examen físico en la región dorsal ¨Lipoma¨
2. Como resultado de una encuesta que le realizaron a la paciente, se le preguntó si estaría interesada en planificar, a lo cual respondió que sí; con posterioridad se pudo verificar que en la historia clínica los médicos unilateralmente habían consignado la expresión ¨Deseo de ¨Pomeroy¨
3. Al finalizar la consulta por el lipoma se formuló a la paciente un tratamiento de antibiótico, anti infamatorio y se derivan dos órdenes médicas: una indicación de manejo de ¨Resección de lipomas en dorso en pequeña cirugía¨ que constituyó el motivo de la consulta y una orden  unilateral de Consultas o Interconsultas con Ginecología y Obstetricia por: Paciente con paridad satisfecha deseo de Pomeroy

4. La paciente es contactada por la IPS Clínica San Rafael, para la realización de unos paraclínicos pre-quirúrgicos y programada para la ¨RESECCIÓN DEL LIPOMA¨ lo cual queda programado para el día 9 de febrero del año 2013.

5. La paciente se presentó ese día en la clínica San Rafael, para la práctica de la referida ¨ Resección de lipomas en dorso en pequeña cirugía¨, sin embargo, éste día a la paciente no se le trató su mal, ni lo que había sido objeto de consulta recurrente, con el diagnóstico pre quirúrgico  y postquirúrgico  de ESTERILIZACIÓN, a la paciente se le realiza una SECCIÓN Y/O LIGADURA DE TROMPAS DE FALOPIO (Cirugía de Pomeroy) POR MINI LAPAROTOMÍA.
6. Es evidente que el servicio básico y esencial de salud no fue prestado de manera eficiente y oportuna, porque se realizó una cirugía en sitio erróneo o equivocado, la cual engloba que es realizada en un lado erróneo, en una zona anatómica errónea, en el paciente erróneo o en la que se realiza un procedimiento diferente al planeado, a demás también se evidencia la falta de aplicación de un protocolo pre quirúrgico, el cual debe iniciar con una primera visita al médico cirujano, con el objetivo de que queden claros y correctamente reflejados en la historia clínica el diagnóstico y el procedimiento que se va a realizar. 

7. Con esto se acredita que entre la información de la historia clínica y el consentimiento informado no hubo concordancia en cuanto al procedimiento que se iba a realizar, la ubicación y lateralidad, y que fuera diligenciado y obtenido en esta consulta y no en el momento de ingresar a la cirugía. 

8. Debido a los problemas derivados de la cirugía errónea, la señora no ha podido volver a realizar las actividades de donde derivaba su sustento por lo que se ha visto afectado su patrimonio, aparte de esto ha tenido una grave afectación en su salud mental, psiquiátrica y emocional.

9. Entre la compañía de seguros la PREVISORA S.A y la sociedad SOCIOMÉDICOS SAS, existe un contrato de seguros y póliza de responsabilidad civil extracontractual y por tanto deberá comparecer a audiencia.

PRETENSIONES: 

PRIMERA: Que se declare la responsabilidad solidaria y patrimonial de las codemandadas SOCIOMÉDICOS SAS, LA PREVISORA SA y la EPS CAFESALUD, por los daños antijurídicos causados a la demandante dentro del marco de las circunstancias narradas anteriormente

SEGUNDA: Que como consecuencia de la anterior declaración, paguen a favor de la demandante la suma de 100 SMLMV, por concepto de perjuicios morales. 

TERCERA:  Por daños a la salud se pide la cantidad de 100 SMLMV.
CUARTA: Materiales: Daño emergente: se pague la cantidad de dos millones de pesos, por concepto de pasajes, consultas médicas, radiografías y demás gastos generados por el accidente; Lucro cesante: que se pague la cantidad de tres millones diecinueve mil novecientos treinta y ocho pesos, debido a que la señora SONIA MIRANDA, está incapacitada y desde la fecha no ha podido realizar sus actividades laborales dejando de percibir su salario habitual

RESPUESTA Y EXCEPCIONES: 

SOCIMEDICOS SAS, se pronunció en contra de las pretensiones y propuso las siguientes excepciones:

INEXISTENCIA DE IMPUTACIÓN DEL DAÑO EN CABEZA DE LA SOCIEDAD COMERCIALIZADORA DE INSUMOS Y SERVICIOS MEDICOS S.A.S. (SOCIMEDICOS S.A.S)  IPS CLINICA SAN RAFAEL: El daño que anuncia la demanda de manera general (fuertes dolores), esta situació no se le puede imputar a SOCIMEDICOS SAS, pues la causa del daño es extraña a la conducta desplegada por el personal médico, además se puede informar al despacho sobre la relación existente entre la realización de la cirugía de POMEROY y los posibles dolores que al parecer sufre la demandante.

INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL QUE DETERMINE LA RESPONSABILIDAD A ATRIBUIRLE A LA SOCIEDAD COMERCIALIZADORA DE INSUMOS Y SERVICIOS MEDICOS S.A.S. (SOCIMEDICOS S.A.S)  IPS CLINICA SAN RAFAEL: El nexo de causalidad no existe en este caso, toda vez que el procedimiento quirúrgico realizado a la Sra. SONIA fue producto de una consulta previa de la ESE HOSPITAL SANTA MÓNICA DE DOSQUEBRADAS, el día 31 de enero de 2013, en la cual manifiesta el deseo de realizarse cirugía de POMEROY, de igual manera se contó con la debida orden de autorización de la EPS CAFESALUD para la práctica de este procedimiento, SOCIMEDICOS  como IPS realiza procedimientos de acuerdo a las órdenes  médicas, de igual manera es necesario precisar que para la realización de dicha cirugía se debe practicar una prueba de embarazo y la señora SONIA MIRANDA, acude de manera voluntaria al laboratorio clínico de la IPS SAN RAFAEL, el día 08 de febrero de 2013. 

INEXISTENCIA DE FALLA DEL SERVICIO: El personal médico actuó de la mejor manera posible, brindando la atención propia para la cirugía ordenada.

INEXISTECIA DEL DEBER DE REPARAR EN CABEZA DE LA SOCIEDAD COMERCIALIZADORA DE INSUMOS Y SERVICIOS MÉDICOS SOCIMEDICOS SAS: pues la cirugía realizada no fue practicada de manera deliberada como se pretende hacer ver, pues nunca llego a la entidad que apodero una orden médica de cirugía de resección de lipomas en dorso pequeña cirugía, esta orden médica no hace parte de la historia clínica de la aquí demandante cuando ingresó a la IPS CLINICA SAN RAFAEL.

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA CON RELACIÓN A LA SOCIEDAD COMERCIALIZADORA DE INSUMOS Y SERVICIOS MÉDICOS SOCIMEDICOS SAS IPS SAN RAFAEL: Esta entidad no es el sujeto pasivo de la relación jurídica sustancial pretendida por la parte demandante que debe ser objeto de la decisión del juez, toda vez que no se puede imputar el daño y por ello no es legitimada en la causa por pasiva. 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA: Al momento de ingresar a la sala de cirugía se le dieron unas recomendaciones médicas por parte del Dr. Alonso Persono Villa y se le explicó el tipo de procedimiento que se le realizaría antes de ingresar al quirófano, además el cotejo de la historia clínica aportada en la demanda se puede observar que la señora Miranda Álvarez fue atendida en primer nivel de atención de salud en la ESE hospital Santa Mónica de Dosquebradas, en donde se le realizó una encuesta y deseo de Pomeroy, para este hecho producen las respectivas solicitudes para ser llevadas a CAFESALUD EPS por la misma demandante, en todo este proceso no interviene la entidad que apodero, la paciente acude a la IPS Clínica SAN RAFAEL con orden de servicios ya autorizada por la EPS CAFESALUD.; de  igual manera se puede evidenciar el consentimiento informado firmado por ella y la valoración previa por anestesia, por lo anteriormente expuesto es totalmente claro que el procedimiento que se  realizó fue con conocimiento de la paciente una vez que por su propia cuenta se diligenciaron los trámites pertinentes.

COMPAÑÍA DE SEGUROS LA PREVISORA S.A se pronunció en contra de las pretensiones y propuso las siguientes excepciones:

AUSENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MÉDICO EN LA IPS SAN RAFAEL: La atención médica brindada a la demandante fue acorde con la orden médica y autorización para la prestación de servicios la cual fue expedida por CAFESALUD EPS. Documentación necesaria y relativa a la práctica de una cirugía de Pomeroy, previo consentimiento informado brindado por la demandante.

LIMITE DEL VALOR ASEGURADO:  El valor asegurado por la póliza de responsabilidad civil N° 1004404 con vigencia del 27 de diciembre de 2013 al 23 de diciembre de 2914 asciende la suma de mil millones de pesos, pero con sublímite de $300.000.000 en los que atañe PERJUICIOS EXTRAPATRIMONIALES por evento, vigencia, con un deducible pactado del 10% mínimo $7.000.000.

DISPONIBILIDAD DE PAGO Y AGOTAMIENTO DEL VALOR ASEGURADO: La compañía de seguros sólo podrá ser condenada a responder hasta el sublímite del valor asegurado, siempre y cuando éste no se encuentre agotado al momento de proferirse el fallo definitivo, de tal manera se solicita la juez que en el evento de una condena que comprometa la responsabilidad de mi representado se limite el valor de la misma a la disponibilidad del valor asegurado.

LAS DEMÁS EXCEPCIONES QUE RESULTEN PROBADAS EN CUANTO A LÍMITES, CONDICIONES Y EXCLUSIONES DE LA PÓLIZA Y LA GENÉRICA. 

CAFESALUD EPS, se opuso a todas las pretensiones y propuso las siguientes excepciones: 

CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES LEGALES Y CONTRACTUALES DE CAFESALUD EPS S.A: La ley 100 de 1993 estable como principal obligación la de ¨Organizar y garantizar la prestación del Plan Obligatorio de Salud¨ caso en el cual ya no actúa como entidad promotora sino como prestadora de Servicios de Salud, en el caso de la señora Sonia, CAFESALUD EPS en ningún momento incumplió con sus obligaciones legales frente a su usuaria, es más en todo momento garantizó el acceso del mismo a todos y cada uno de los servicios que fueron requeridos, autorizando las consultas, exámenes y demás actos médicos que fueren necesarios para la salud e integridad de la paciente.

EXCESIVA TASACIÓN ECONÓMICA DE PRETENSIONES Y EXCEPCIÓN GENÉRICA

TRASLADO DE EXCEPCIONES: 

AUSENCIA DE CAUSA PARA DEMANDAR POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MÉDICO EN LA IPS SAN RAFAEL: Hace consistir en su criterio, en que la atención médica brindada a la paciente fue acorde a la orden médica o la autorización. El demandado se limita a negar el hecho que sirve de fundamento de la acción, hecho que viene solamente alegado no probado por el excepcionante, yendo así en contra del principio de ¨reus excipiendo fit¨, es decir que el demandando debe probar los hechos que sirven de fundamento a su excepción, bajo la pena de perder su pleito.

INEXISTENCIA DE IMPUTACIÓN DEL DAÑO EN CABEZA DE LA SOCIEDAD COMERCIALIZADORA DE INSUMOS Y SERVICIOS MEDICOS S.A.S. (SOCIMEDICOS S.A.S)  IPS CLINICA SAN RAFAEL realizó una cirugía no acorde a las consultas y padecimientos médicos de la parte actora, quien necesitaba de manera clara, expresa e inequívoca la eliminación del lipoma en su espalda, no sólo puso en riesgo su salud sino que le cambió su proyecto de vida de manera irreversible.

INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL QUE DETERMINE LA RESPONSABILIDAD A ATRIBUIRLE A LA SOCIEDAD  SOCIMEDICOS S.A.S: Existe un nexo causal puesto que el servicio básico y esencial de salud no fue prestado de forma eficiente y oportuna, además no es admisible que el fundamento de esta excepción sea que la demandante es participe de este grave error, por el hecho de tramitar autorizaciones.

INEXISTENCIA DE FALLA DEL SERVICIO: es evidente la falla e ineficiencia del servicio cuando en lugar de retirar un lipoma en la espalda, realiza una cirugía de ligadura de trompas de Falopio.

INEXISTENCIA DEL DEBER DE REPARAR: Fue la IPS Clínica SAN RAFAEL, la que ejecutó de manera errónea la cirugía a la señora Sonia, es la llamada solidariamente a responder por los perjuicios causados y no se puede excusar en el supuesto consentimiento informado de la paciente. 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA PASIVA: Toda vez que la IPS codemandada concurrió en la producción del hecho que causo perjuicios a la demandante está legitimada en la causa por pasiva de conformidad al nexo causal existente entre el hecho y el daño.

CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA: No es admisible que haga participe al daño a la demandante por el hecho de tramitar autorizaciones, así mismo, es claro que si la IPS CLINICA SAN RAFAEL, hubiese cumplido con su obligación legal de informar en debida forma al paciente sobre el procedimiento, seguramente no hubiese ocurrido este error.

EXSCESIVA TASACIÓN ECONÓMICA DE PRETENSIONES: Los perjuicios que se le causaron a la señora Sonia Miranda, no pueden ser subestimados o estar al amaño de la parte demandada que fue quien lesionó sus derechos y su vida pues son las circunstancias particulares del caso las que determine el juez, sin que sea suficiente la manifestación de parte.

SENTENCIA: 

El consentimiento informado suscrito por la señora Sonia Miranda Álvarez donde aparece que autorizó el procedimiento Pomeroy, el consentimiento idóneo se presentó en el presente caso cuando aceptó el procedimiento recomendado, luego de tener una información acerca de los posibles riesgo que ello implicaba, además se le indicó que no podía realizar ejercicios, no levantar objetos pesados, caminata normal, asistir a urgencias si se presentaba dolor intenso, secreción por heridas, control a diez días. 

Al 11 de febrero de 2013 ella refiere que presentó dolor abdominal en sitio de la incisión, además mareos, le encuentran la herida quirúrgica con leves signos de infección y le retiran puntos el 27 de febrero sin complicación. Empieza a consultar más adelante por dolores en las manos los cuales no se ha acreditado que sean como consecuencia a la cirugía. 

Hay que tener en cuenta que aparte de los beneficios que trae la intervención Pomeroy, el paciente deberá asumir los riesgos quirúrgicos y anestésicos derivados de la misma, a corto plazo por la intervención puede haber complicaciones por problemas con la anestesia, hemorragias, infección de la cicatriz. En este caso no se ha demostrado por la parte demandante que la señora haya estado dos meses y medio incapacitada por medio de esta cirugía, ya que el 27 de febrero le fueron retirados los puntos sin complicaciones y había pasado 18 días. 

Si fue ella misma quien llevó a la clínica la autorización para Pomeroy y firmó el consentimiento informado, el despacho no entiende como ella dice que llevaba una autorización para una cirugía de lipoma en la espalda si esto no es cierto, no leyó entonces lo que llevaba y a eso se debe su confusión, además había manifestado deseo de realizar Pomeroy. 

No se podía realizar cirugía por un Lipoma en la espalda toda vez que la autorización que llevó era para Pomeroy, en consecuencia, el Juzgado Tercero Civil del Circuito, se niegan las pretensiones de la demanda, se condenará en costas del proceso a la parte demandante a favor de la parte demandada.

APELACIÓN: 
Nadie alega que la cirugía de Pomeroy fue un éxito, lo que se alega es que la paciente consultó por un mal y que este fue conocido por las entidades, pero no tratado, si bien es cierto que la cirugía de Pomeroy fue un éxito también pudo haber sido que le hayan extirpado un órgano, un riñón o una pierna, de tal manera que eso no se cuestiona. 

No se tiene en cuenta además que no se hizo valoración inicial al momento del ingreso de la paciente, pues de haberlo realizado se hubiera detectado de inmediato la lesión grave o la enfermedad que padecía la paciente y eso ameritaba por supuesto un protocolo médico, como se demostrará en segunda instancia. 

Es cierto que la paciente misma llevo los papeles, pero ahí hubiera podido llevar su pena de muerte, pero no lo hubiera sabido porque ella no entiende sus expresiones, ni siquiera los que estudiamos derecho entendemos esas expresiones de Pomeroy o la terminología médica a la que se está acudiendo, de hecho el despacho debe acudir a especialistas, precisamente para precisar que es una resección de lipoma en dorso, en que consiste una ligadura de trompas de Falopio, etc; la demandante, no se tuvo en cuenta perspectiva de género teniendo en cuenta que era una mujer, persona enferma, con bajo nivel de escolaridad, que estaba cargando unas órdenes que le que le daban quien las estaba tratando, ella pudo haber firmado o entregado lo que a bien tuvieran, lo que si es cierto es que no se remitieron los paraclínicos, los que debió también haber analizado la entidad receptora, quien tenía que analizar los antecedentes médicos, la historia clínica, y valorar a la paciente

Respecto a la declaración de los testigos médicos que comparecieron aquí, insistimos que no fue una declaración de terceros o unas personas muy respetables atendieron a la paciente, y es posible que su declaración coincida con lo que dice la historia clínica, pero ellos son partes, no terceros, ellos fueron los que elaboraron un formato de consentimiento informado al paciente.

Téngase en claro y es un reparo en concreto que la paciente no redactó el documento que es el basamento o soporte de la sentencia que este despacho ha dictado. 

CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no hay causales de nulidad que hagan decaer lo actuado. 

2.  
Superadas tales exigencias, sigue analizar la legitimación en la causa, que, entendida como un presupuesto obligado de la pretensión, en su caracterización más aceptada por la jurisprudencia patria responde a la idea de que exista titularidad en el derecho que se reclama, si se trata del demandante, y en el cumplimiento de la obligación correlativa, si es que se alude al demandado. 

Por vía de ejemplo, en la sentencia SC20450-2017, proferida el 7 de diciembre de 2017, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco, reiteró la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que:  

En efecto, esta Sala sobre el particular ha sostenido que aquella corresponde a «la identidad de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva)» (G.J. CCXXXVII, v1, n.° 2476, pág. 486. En igual sentido: G.J. LXXXI, n.° 2157-2158, pág. 48), aclarando que «el acceso a la administración de justicia como garantía de orden superior (artículo 229 de la Constitución Política), para su plena realización, requiere que quien reclama la protección de un derecho sea su titular, ya sea que se pida a título personal o por sus representantes, pues, no se trata de una facultad ilimitada. Ese condicionamiento, precisamente, es el que legitima para accionar y, de faltar, el resultado solo puede ser adverso, sin siquiera analizar a profundidad los puntos en discusión» (CSJ SC14658, 23 Oct. 2015, Rad. 2010-00490-01; en ese mismo sentido: CSJ SC, 1º Jul. 2008, Rad. 2001-06291-01).  

Y añadió: «la legitimación en la causa es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, en cuanto concierne con una de las condiciones de prosperidad de la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de éste, motivo por el cual su ausencia desemboca irremediablemente en sentencia desestimatoria debido a que quien reclama el derecho no es su titular o porque lo exige ante quien no es el llamado a contradecirlo» (CSJ SC, 14 Mar. 2002, Rad. 6139).

Se trae a colación lo anterior, por cuanto la demanda viene estructurada sobre la base de una responsabilidad civil extracontractual (f. 52, c. 1), los fundamentos de derecho citados a ella corresponden (f. 57 ib.) y fue admitida como tal (f. 61 ej.), sin réplica alguna por parte de los demandados. 

Sin embargo, analizados los hechos que le sirven de soporte a las pretensiones, es claro que la aludida responsabilidad no es de ese tipo, sino contractual, en la medida en que se trata de una paciente afiliada al sistema general de seguridad social en salud a Cafesalud EPS, en el régimen subsidiado, por cuenta de la cual fue atendida en la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas y en la IPS Clínica San Rafael de Pereira, como puede observarse en la historia clínica allegada con la demanda (f. 3 a 13, c. 1) y en la arrimó SOCIMÉDICOS SAS con su respuesta (f. 285 a 291, c. 1).
En pretéritas ocasiones, como en la sentencia del 24 de junio de 2014, proferida en el radicado número 66001-31-03-004-2010-00224-01, esta Sala ha señalado que uno y otro tipo de responsabilidades, tienen tratamiento diferente, por más que algún sector insista en su unificación. En nuestro entorno esa tesis no ha tenido plena acogida; por el contrario, se sigue pregonando, y aplicando además, la bifurcación de la responsabilidad, según su fuente generadora, por lo cual no es extraño que se conserve tal división entre responsabilidad civil contractual y responsabilidad civil extracontractual. Si a la producción del daño le precede un negocio jurídico entre el agente y la víctima, a causa de su desacato o de su cumplimiento imperfecto, será del primer tipo y habrá qué demostrar la existencia del vínculo, el incumplimiento, el daño infligido y la relación causal.  Si, en cambio, la cuestión proviene del simple deber que a todos asiste de no causar daño a los demás, en caso de que este se presente sin que medie contrato alguno, se tratará de una responsabilidad extracontractual, respecto de la cual será necesario averiguar el hecho, la culpa, el daño y el nexo causal. 
Incluso la Corte Constitucional, a pesar de sus altas dosis de proteccionismo, se ha adherido a esa división a la luz de la actual Carta Política, si se tiene en cuenta que, aunque concurren unos elementos estructurales comunes, siguen latentes marcadas diferencias entre una y otra, derivadas, por ejemplo, de su regulación legal, del término de prescripción, del análisis mismo de la culpa, de la forma en que deben acreditarse probatoriamente, del resarcimiento de los perjuicios, que en el caso de la contractual puede incluso fijarse anticipadamente, de la autonomía de la voluntad. Así puede leerse, por ejemplo, en la sentencia C-1008 de 2010. Otro tanto ha dicho la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil, que adicionalmente ha insistido en la necesidad de que, siendo ello posible, el juzgador interprete en su cabal sentido la demanda, con el fin de no sacrificar el fondo por la forma. En la sentencia del 16 de julio de 2008, expediente No.68001 3103 006 1997 00457 01, M.P. Pedro Octavio Munar Cadena, señaló la alta Corporación: 
Si bien, se decía, las mencionadas tesis que aquí se reseñan solamente con fines ilustrativos, reflejan las diversas tendencias de los autores, lo cierto es que la formulación de un concepto de responsabilidad civil que por igual comprende la extracontractual junto con la derivada del incumplimiento negocial, mediando entre ellas significativas diferencias específicas, es cuestión fuertemente arraigada en la jurisprudencia patria. No obstante, como ya ha quedado dicho, a pesar de esa unidad genérica, no es posible refundir antojadizamente una y otra, como tampoco le es dado al juez pasar por alto la voluntad del demandante cuando éste, de manera clara, inequívoca y rotunda opta por una de ellas. 

Así lo subrayó esta Corporación cuando asentó que “En ocasiones es necesario plantear con precisión cuál es la fuente de la responsabilidad que se invoca, si contractual o extracontractual. Cuando las consecuencias del daño cuya reparación se pretende han sido expresamente previstas y reguladas por contrato, la responsabilidad es indiscutiblemente contractual; el reclamante entonces no puede desplazarse del dominio del contrato al dominio de las disposiciones de la culpa aquiliana, sin caer en una inadmisible acumulación de dos formas de responsabilidad que podría llevar a proteger daños que fueron excluidos de lo pactado, o abandonar las normas del contrato tocantes a la regulación de las indemnizaciones. Empero, sucede también con frecuencia, que es indiferente en orden a deducir la responsabilidad por daños la consideración de que su fuente sea contractual o extracontractual. Ocurre ello en los casos en que aún sin contrato surge siempre la misma obligación de indemnizar como resultado de la consumación de un hecho manifiestamente violatorio del derecho de otro, por causa de haberse ejecutado con malicia o negligencia. (…). En tales circunstancias no se consagra una acumulación de responsabilidades; únicamente se persigue la culpa en el campo en que se destaque con mejor relieve. Se ha cometido una culpa; luego si no aparece con claridad que con ella se haya violado determinada cláusula contractual, pero el hecho ha causado daño, las consecuencias indemnizatorias se imponen, no importa cuál sea el origen de la culpa” (sentencia del 29 de agosto de 1947).

Y en este punto es menester acotar que no se trata de restringir o menoscabar las potestades hermenéuticas del juzgador, ni mucho menos que al conjuro de un determinado vocablo utilizado por el actor, quede irremediablemente ligado a esa expresión. Por el contrario, ya se ha recalcado, y nuevamente se enfatiza, que el juez tiene el deber de desentrañar el verdadero y más equitativo sentido de la demanda, por supuesto, sin distorsionarla, labor en cuya realización puede acontecer que el demandante, descuidada o ambiguamente sitúe su petición en el ámbito de la responsabilidad extracontractual, pero al exponer el objeto de su reclamación o la causa para expedir evidencie con nitidez lo contrario, es decir que su pedimento se afinca en la responsabilidad derivada del incumplimiento negocial, pues en esa hipótesis deberá el juzgador emprender el ejercicio intelectivo pertinente, enderezado a establecer el genuino sentido de dicho libelo, sin que necesaria e ineludiblemente deba atenerse a la denominación que al desgaire le hubiere imprimido el accionante. Otro tanto ocurrirá en la hipótesis antagónica.

En fin, lo que aquí se quiere significar es que cuando el actor ha explicitado de manera unívoca y contundente la especie de responsabilidad que quiere hacer valer contra el demandado, no le es dado al fallador desdeñar esa elección ni alterar a su gusto, sin importar los móviles que lo alienten, la clara y expresa decisión del demandante.   
Perfilada así la cuestión, diríase, en principio, que si las peticiones de la demanda se hacen derivar de una responsabilidad extracontractual, cuando todo apunta a que es de tipo negocial, carecería la demandante de legitimación en la causa, por cuanto una y otra son de tinte diferente y los elementos que las estructuran en algo difieren y eso hubiera podido bastar para negarlas. 

No obstante, si se diera por superado ese presupuesto de la pretensión, pues en el presente asunto, se insiste en ello, equivocadamente, con la complacencia del Juzgado y de los demandados, la demanda aludió a una responsabilidad extracontractual, pero es diáfano, según los hechos planteados, que lo es de tipo contractual, que es el tratamiento que se le ha debido dar, entre otras cosas, porque, como se deduce de los pasajes citados, en este concreto caso, siendo que solo reclama la víctima directa, tal infortunio en la calificación de la responsabilidad poca incidencia tiene, pues sea contractual o extracontractual, las consecuencias patrimoniales devendrían en los mismos perjuicios reclamados, la legitimación por activa saldría avante, en virtud de la afiliación de Sonia Miranda Álvarez, y por pasiva, porque lo estaba a la EPS Cafesalud para la época de los sucesos y con las órdenes allí expedidas fue atendida en la IPS Clínica San Rafael de Pereira, establecimiento de propiedad de Socimédicos SAS (f. 117, c. 1). A la aseguradora, por su parte, se le convocó con apoyo en la póliza 1004404, tomada por esta última sociedad (f. 117, c. 1) y con ello, la posibilidad de resolver de fondo el asunto. 
3. Corresponde, entonces, a la Sala decidir si se confirma la sentencia de primer grado que negó las pretensiones de la demandante, porque, aunque omitió decirlo expresamente, ninguna culpa halló qué endilgar a los galenos que la atendieron y, como consecuencia de ello, a las entidades demandadas. O si, como aduce ella, el procedimiento que se le realizó fue diferente al que inicialmente se diagnosticó y eso le causó los perjuicios reclamados. 
4. Ha sostenido esta Corporación
, y lo ha reiterado
-
, que la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente. 
De otro lado, como regla general, al médico se le atribuye un compromiso frente a la comunidad y a sus pacientes, en tanto se le confían derechos personalísimos como la salud y la vida, por lo que su quehacer debe cumplirlo con esmero y cuidado, ya que “La medicina es una profesión que tiene como fin cuidar la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, no de orden económico-social, racial, político y religioso. El respeto por la vida y los fueros de la persona humana constituyen su esencia espiritual. Por consiguiente, el ejercicio de la medicina tiene implicaciones humanísticas que le son inherentes”. (art. 1°, Ley 23 de 1981). En virtud de ello, un débito esencial del galeno es poner al servicio del paciente todos sus conocimientos con el fin de preservar esos elementales derechos. 

Como lo que se adquiere es un compromiso de actuar dentro de los postulados legales y de la ciencia propia, de antaño se admite que la actividad médica involucra obligaciones de medio y no de resultado, a pesar de que, excepcionalmente, el galeno se pueda comprometer con este. Más claro es esto desde la vigencia de la Ley 1438 de 2011 que expresamente así lo consagra, en su artículo 104. Por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo, deba probar su culpa. 
Así lo tiene señalado de tiempo atrás el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria (sentencia de 17 de noviembre de 2011, Referencia: 11001-3103-018-1999-00533-01, M.P. William Namén Vargas), y lo ha reiterado recientemente (sentencia SC003-2018, del 12 de enero de 2018, radicado 11001-31-03-032-2012-00445-01, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona). 
5. A la luz de lo dicho, entonces, debe analizarse ahora si se satisfacen los elementos de la responsabilidad. 
Si bien la funcionaria de primer grado no aludió específicamente a ellos, es claro que dio por sentado un hecho: que a la paciente se le practicó una ligadura tipo Pomeroy; la cuestión es que dedujo, contrario a lo que señala la parte demandante, que ese procedimiento estaba indicado, fue consentido por ella y se le realizó sin mayores contratiempos, con lo que ningún daño se produjo. 

En realidad lo que discute la recurrente es que se le practicó una cirugía de Pomeroy, cuando el motivo de su consulta fue por una lesión en la espalda; y si bien ella llevó las órdenes, su escasa formación académica le impedía comprender en qué consistían, por ello ha debido hacérsele una valoración inicial al momento de su ingreso, con la cual se hubiera detectado cuál era la enfermedad que padecía y que su presencia en la clínica era para una resección de un lipoma en dorso. 

Agrega que la atención brindada pasó por alto la perspectiva de género, por tratarse de una mujer, enferma, de bajo nivel escolar; además, no contó con los paraclínicos, ni se le hizo una valoración previa. Finalmente, aduce que los testigos escuchados deben desecharse, porque fueron ellos los que realizaron el procedimiento y elaboraron el consentimiento informado. 
6. Por tratarse de un aspecto de tinte constitucional, es menester abordar primeramente la crítica que se blande sobre el desconocimiento de la perspectiva de género. Recientemente, la Sala de casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, en la sentencia STC2287-2018, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco y apoyada en la sentencia T-087 de 2017, recordó la obligación de los jueces de involucrar ese análisis en sus decisiones, siempre que el caso lo imponga, bajo las siguientes premisas: 
Juzgar con «perspectiva de género» es recibir la causa y analizar si en ella se vislumbran situaciones de discriminación entre los sujetos del proceso o asimetrías que obliguen a dilucidar la prueba y valorarla de forma diferente a efectos de romper esa desigualdad, aprendiendo a manejar las categorías sospechosas al momento de repartir el concepto de carga probatoria, como sería cuando se está frente a mujeres, ancianos, niño, grupos LGBTI, grupos étnicos, afrocolombianos, discapacitados, inmigrantes, o cualquier otro; es tener conciencia de que ante situación diferencial por la especial posición de debilidad manifiesta, el estándar probatorio no debe ser igual, ameritando en muchos casos el ejercicio de la facultad-deber del juez para aplicar la ordenación de prueba de manera oficiosa. 

Es necesario aplicar justicia no con rostro de mujer ni con rostro de hombre, sino con rostro humano.

Para el ejercicio de un buen manejo probatorio en casos donde es necesario el «enfoque diferencial» es importante mirar si existe algún tipo de estereotipo de género o de prejuicio que puedan afectar o incidir en la toma de la decisión final, recordando que «prejuicio o estereotipo» es una simple creencia que atribuye características a un grupo; que no son hechos probados en el litigio para tenerlo como elemento esencial o básico dentro del análisis de la situación fáctica a determinar. 

Discriminación de género, entonces, es acceso desigual a la administración de justicia originada por factores económicos, sociales, culturales, geográficos, psicológicos y religiosos, y la Carta Política exige el acceso eficiente e igualitario a la administración de justicia; por tanto, si hay discriminación se crea una odiosa exclusión que menoscaba y en ocasiones anula el conocimiento, ejercicio y goce de los derechos del sujeto vulnerado y afectado, lo que origina en muchas ocasiones revictimización por parte del propio funcionario jurisdiccional. 

Es muy común encontrar problemas de asimetría y de desigualdad de género en las sentencias judiciales; empero, no se puede olvidar que una sociedad democrática exige impartidores de justicia comprometidos con el derecho a la igualdad y, por tanto, demanda investigaciones, acusaciones, defensas y sentencias apegadas no solo a la Constitución sino a los derechos humanos contenidos en los tratados internacionales aceptados por Colombia que los consagran.

En esta dirección, no halla la Sala que en el caso de la señora Sonia Miranda Álvarez, la situación planteada tenga qué ver con su condición de mujer; ninguna discriminación se advierte en la atención prestada, que, si fue deficiente, como lo pregona, hubiera podido serlo respecto de ella, o de cualquier persona que acudiera a la prestación del servicio médico. En adición, como enseguida se analizará, es lo cierto que ella acudió a la clínica con una orden para un procedimiento que fue el que para ese día se le practicó, con lo que ninguna incidencia tuvo que fuera mujer; tampoco se advierte allí un trato desigual, o de segregación frente a otras personas y, en particular, en relación con las del género masculino. 

Tampoco puede llegarse llanamente a la conclusión, sin una prueba de ello, de que los médicos aprovecharon la baja escolaridad de la paciente para someterla a una intervención que ella no quería. Primero, según su propio dicho, estudió hasta sexto grado (así lo admitió en el interrogatorio absuelto), con lo que ratificó que sabe leer y escribir. Otra cosa es que, como lo señaló, a preguntas de la funcionaria de primer grado, aunque no acostumbra a firmar nada sin leer el contenido, ese día se confió y lo hizo, pero sin saber que era para otra cirugía. De ahí que lo que se deduce, es que dejó de leer el contenido de las órdenes que le fueron entregadas, así que pregonar ahora que le era imposible comprender su contenido, es inaceptable, si bien resultaría difícil entender aquello que se omite oír o leer. 
Con todo, en el análisis siguiente se verá que sí se le brindó información sobre la ligadura a la que se le iba a someter. De manera que la réplica, desde la simple condición de género, no tiene cabida.

7. 
Por ello, es preciso recordar lo que aconteció, con la prueba documental y la testimonial recaudada: 

La historia clínica enseña que el 31 de enero de 2013, Sonia Miranda Álvarez acudió a consulta al Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, por un cuadro de 15 días de episodios de edema en hemicara izquierda, adenopatías, salida de líquido hemático fétido por fosa nasal derecha, fiebre y cefalea generalizada. Ese mismo día, en los hallazgos, quedó consignado “DESEO DE POMEROY”, que, se sabe, es un tipo de ligadura de trompas (f. 3 v, c. 1). Ese mismo día se extendió una orden de consultas o interconsultas por la especialidad de ginecología y obstetricia, con indicaciones de “PACIENTE CON PARIEDAD SATISFECHA DESEO DE POMEROY” (f. 5 v.  y  291, c. 1), además, se ordenó una resección de lipomas en dorso en pequeña cirugía (f. 6, c. 1).  Cafesalud autorizó el servicio con la orden No. 90722281 (f. 290, c. 1), en la que claramente se aludía a un paquete de Pomeroy. Y fue remitida para ello a la Clínica San Rafael Pereira – Socimédicos SAS. 
Con esa orden fue atendida el 9 de febrero de 2013 en la aludida clínica, donde firmó el consentimiento informado para la realización de ese procedimiento, mismo que está suscrito también por el anestesiólogo (f. 285, c. 1); reposan en la historia los informes de anestesia y de cirugía (f. 286 a 290, c. 1), todo lo cual se realizó sin complicaciones, como bien se reconoce en los alegatos finales. El día anterior, 8 de febrero, se le tomó una prueba de embarazo con resultado negativo (f. 97, c. 1).

Sobre estos acontecimientos, dijo la demandante en su interrogatorio que nunca realizó los trámites para la cirugía de pomeroy, que simplemente fue a la clínica y le hicieron firmar unos papeles, pero desconocía que eran para tal fin; agregó que nunca tuvo contacto previo con el anestesiólogo, o con el personal de enfermería o el médico, tampoco suscribió el consentimiento informado ni se le informó sobre el procedimiento; negó que se le hubiera practicado una prueba de embarazo, solo le tomaron muestras de sangre. Más adelante reconoció que su firma es la que aparece en el formato del consentimiento, pero firmó con el convencimiento de que se trataba de la cirugía en la espalda; agregó que las enfermeras que la atendieron simplemente le dijeron que se pusiera la bata y que firmara los papeles, pero nunca le explicaron qué es una pomeroy. 
Por su lado, declararon los médicos que la atendieron, cuyas versiones deben ser tenidas en cuenta como testimonios técnicos, precisamente porque fueron quienes intervinieron a la paciente, contrario a lo que pretende la recurrente, esto es, que no se les otorgue ningún valor por el vínculo que tienen con las demandadas. Es cierto que ese aspecto debe servir de soporte al funcionario para valorar la prueba testimonial con un tanto más de rigidez, pero pretender que se desconozca lo que esos facultativos dicen, sería tanto como decir que en los procesos de responsabilidad médica es inadmisible el testimonio de cualquier profesional que hubiera intervenido en un determinado procedimiento, lo cual choca contra la lógica, pues son ellos, precisamente los llamados a explicar, de primera mano, qué fue lo que aconteció en el momento de un específico suceso. Si faltan a la verdad, es cuestión que debe averiguarse y sacarse a relucir al momento de su apreciación. 

Veamos lo que en este caso dijeron: 

Alonso Perdomo Villa, ginecólogo obstetra, quien realizó la cirugía a la paciente, explicó que con fundamento en la órdenes que fueron emitidas, la prueba de embarazo previa, el consentimiento informado firmado por el anestesiólogo, se efectuó el procedimiento; explicó que a esa cirugía se debe llegar con una prueba de embarazo negativa; a la paciente se le cita para que pueda ingresar una o dos horas antes al quirófano; allí se confirma la historia clínica, se confirma el procedimiento, se firma el consentimiento informado y a medida que van ingresando al quirófano, se identifica con ella, se confirma el procedimiento, y en estos casos es importante que la señora esté completamente segura de que no quiere tener más hijos y se confirma que tenga la prueba de embarazo; explicó que ha pasado muchas veces que las pacientes en el momento de la cirugía se arrepientan. 
Señaló que por tratarse de un procedimiento sin complicaciones, el anestesiólogo valora a la paciente cuando están en preparación para la cirugía; aunque no recuerda específicamente a la paciente, reiteró que lo primero que hace el médico es identificarse, verificar qué es lo que se va a hacer, si está el consentimiento informado e insistir mucho en este tipo de pacientes, para que esté completamente segura de lo que quiere; que él acostumbra a hacerlo, porque se trata de una decisión de vida. 

Adujo que es extraño que la paciente afirme que desconocía que se le iba a practicar una cirugía de pomeroy, porque para llegar al quirófano debe mediar una orden de primer nivel que, en este caso, existía; es la única forma de llegar a la Clínica San Rafael para ese efecto; y explicó que al revisar la historia clínica se observa que a la paciente se le expidieron dos órdenes, para procedimientos distintos, que se van realizando en la medida de la disponibilidad con que se cuente. 

Explicó que cuando llega la paciente a la preparación para cirugía, se entrevista con la enfermera que le hace la admisión, revisa los papeles, la orden de cirugía y se hace firmar el consentimiento informado. Agregó que siempre se verifica que el procedimiento a realizar corresponda con el autorizado y con el que la paciente ha consentido; además, que a la paciente se le pide que lea detenidamente el consentimiento informado para que se entere con suficiencia de la intervención a la que se le va a someter; y recalcó que en estos casos se le insiste a la paciente en que debe estar segura de su decisión.
El anestesiólogo Ramiro García Acosta señaló que su intervención primero es en la fase del consentimiento informado, que está firmado por él; allí se le explicó a la paciente el procedimiento a realizar, también sobre los riesgos y complicaciones derivados del mismo, que ella aceptó, prueba de lo cual es que firmó. Una vez surtido ese trámite, pasa al área de cirugía y allí ya tiene qué ver con la fase técnica; en ese lugar, siempre se le pregunta nuevamente a la paciente sobre sus antecedentes y en el caso de pomeroy se le pregunta su historia obstétrica, cuántos hijos tiene, se revisa la prueba de embarazo negativa, se verifica que esté en ayunas y otra vez se le explican los riesgos de cualquier paciente que es llevado a un procedimiento quirúrgico anestésico. Precisó que el Dr. Perdomo como cirujano, y él como anestesiólogo, siempre le preguntan a la paciente de manera clara y segura si no quiere tener más hijos; si la paciente asiente se le suministra la anestesia, si duda, hay un compás de espera, si niega, se suspende el procedimiento. En particular, con las pacientes que no han tenido paridad y son jóvenes, deciden no operarlas hasta que exista un certificado psiquiátrico o una orden judicial. 
Del dicho de Francisco Alejandro Arias Sánchez, director médico de Socimédicos SAS, solo es relevante lo que tiene que ver con la expedición de órdenes para determinados procedimientos, que en realidad aquí no están en discusión; en lo demás, ni atendió a la paciente, ni participó en nada de lo que con ella tuviera que ver, como señaló al final de su intervención. En todo caso, explicó que cuando la paciente llega se identifica y a ellos les envían la remisión, donde está la autorización y la historia clínica; y que cuando se trata de procedimiento mínimamente invasivos, como el de este caso, no se requiere una valoración previa, se solicita una prueba de embarazo y la atención preanestésica se realiza antes de entrar a cirugía. 
Finalmente, declararon Claudia Patricia Miranda Álvarez, hermana de la demandante, y Nancy Vallejo Valencia, amiga. Sus dichos dejan ver, para lo que a la atención misma se refiere, dos cosas: que ninguna de ellas leyó las órdenes que le fueron expedidas a Sonia; y que esta confió en sus médicos y, al parecer, tampoco se preocupó por su contenido. 

La valoración conjunta de las pruebas permite arribar a estas conclusiones: 
Sonia Miranda Álvarez fue diagnosticada con un lipoma en dorso respecto del cual se ordenó una cirugía para su resección; pero, además, en la misma consulta manifestó su deseo de que se le realizara esterilización tipo pomeroy; para ello se le entregó también la orden respectiva, con la cual gestionó la cita en la Clínica San Rafael de Pereira; una vez programada la intervención, previa muestra de embarazo negativa, fue atendida por el anestesiólogo, quien le indicó sobre el procedimiento y sus posibles complicaciones, luego de lo cual firmó el consentimiento informado que, con claridad se refiere a esa cirugía. Ya en el momento de la intervención, el gineco-obstetra que la atendió le explicó otra vez de qué se trataba y la interrogó, como ocurre con todas las pacientes que se someten a ella, acerca de si era su deseo no tener más hijos; como no hubo respuesta negativa, siguieron adelante con la cirugía que concluyó sin complicaciones.

A los profesionales, testigos técnicos que declararon, se les otorga credibilidad, en la medida en que fueron contestes en sus afirmaciones, en particular, en aquella que se refiere a la insistencia con la paciente sobre la seguridad que debía tener respecto del procedimiento. En ellos, a pesar de la tacha que formuló el asesor judicial de la demandante, no se advierte ánimo de tergiversar la situación en la forma en que ha sido planteada durante el litigio y relataron sin rodeos las circunstancias en las que ocurrieron los hechos. 
Por el contrario, los otros deponentes poco aportan; el director médico, porque nunca tuvo relación directa con la paciente, y la expedición de las órdenes, que fue a lo que aludió, no es algo que pueda estar en entredicho, si bien reposan en el expediente; entre tanto, la hermana y la amiga de la demandante, ni siquiera observaron las órdenes expedidas, por tanto desconocieron su contenido y presumen, solo por lo que aquella les dijo, que únicamente se trataba de la resección de un lipoma en dorso. 

De manera que el acopio probatorio en nada favorece a la demandante, porque establecido que sí consintió ese procedimiento, que fue dispuesto a la par con otro que tardó más tiempo; que gestionó ante la IPS su realización, se sometió a la prueba de sangre para la prueba de embarazo que se requería; fue informada por el anestesiólogo sobre la cirugía y sus riesgos, firmó el consentimiento informado, durante su realización se le interrogó nuevamente si era su deseo continuar y  así ocurrió, ninguna omisión, negligencia, impericia, imprudencia o desconocimiento de reglamentos se les puede atribuir a los galenos, como generantes de culpa que se traduzca en la producción del daño que ella señala que se le causó. 
En síntesis, pues, en el caso de ahora es inviable sostener que a la paciente se le alteró el procedimiento para el cual asistió a la Clínica San Rafael el 9 de febrero de 2013; la orden era para un procedimiento denominado pomeroy, ese fue el que consintió, y el mismo le fue realizado sin ninguna complicación.

En ello, ninguna incidencia tuvo su condición de mujer, como se analizó; menos su falta de preparación académica, pues lo cierto en este caso es que ni siquiera se preocupó por leer lo que se le estaba entregando, pudiendo hacerlo. 

8. 
Así que la sentencia de primer grado será confirmada. 

Las costas en esta sede serán a cargo de la recurrente y a favor de los demandados. 
Se liquidarán en primera instancia, de manera concentrada, siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP. 
Las agencias en derecho se fijarán en auto separado. 

DECISIÓN 

 

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 8 de junio de 2017, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en este proceso de responsabilidad civil que Sonia Miranda Álvarez promovió contra Cafesalud EPS, SOCIMEDICOS SAS y La Previsora S.A. 

Costas de segundo grado a cargo de la recurrente y a favor de los demandados. Se liquidarán en primera instancia, siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP. 

 

Notifíquese 

 

Los Magistrados, 

 

 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  



DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia de septiembre 1° de 2015, Expediente 66001 -31-03-005-2012-00278-01.


� Sentencia de abril 19 de 2016, Expediente 66001-31-03-005-2012-00298-02.


� Sentencia de septiembre 20 de 2017. Expediente  66001-31-03-004-2012-00320-01.
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